
REPÚBLICA DE COLOMBIA 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

1168
DECRETO NÚMERO 

L"-~'11' 

~ 
~ 


fPRJ~SlD.E¡\ml.!,\. Dr U\ Hf;POBUCA jI
¡] SECRETARIA \\UmnlGlJ, j 
~ -==-"u...... "'.".,~.,. . ~'"' f, ,r .' -r-:-w 1: 

1l;':~~~:=t~ 

~"l:;Zl!:"'.Ji$.';>~",.", •• ¿"",H:\I:~S::.l';;¡;::;w¡;,.~... •..· .....• ..... ~ ._ ...-. 

DE 2020 

Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria 
generada por la pandemia del Coronavirus COVIO - 19, yel mantenimiento del 

orden público y se decreta el aislamiento selectivo con distanciamiento individual 
responsable 

El PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades Constitucionales y legales en especial las que le 
confiere el numeral 4 del artículo 189, artículos 303 y 315, de la Constitución 

Política de Colombia, y el artículo 199 de la Ley 1801 de 2016, 

CONSIDERANDO 

Que de conformidad con el artículo 2 de la Constitución Política, las autoridades de 
la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 

Que de conformidad con el numeral 4 del artículo 189 de la Constitución Política de 
Colombia, corresponde al presidente de la República, conservar el orden público 
en todo el territorio nacional. 

Que el artículo 24 de la Constitución Política establece el derecho fundamental a 
circular libremente por el territorio nacional; sin embargo, no es un derecho 
absoluto, pues consagra que puede tener limitaciones, tal y como la Honorable 
Corte Constitucional en sentencia T -483 del 8 de julio de 1999 lo estableció en los 
siguientes términos: 

"El derecho fundamental de circulación puede ser limitado, en virtud de la ley, 
pero sólo en la medida necesaria e indispensable en una sociedad 
democrática, con miras a prevenir la comisión de infracciones penales, 
proteger el interés público, la seguridad nacional, el orden público, la salud 
y la moral públicas, o los derechos y libertades de las demás personas, yen 
cuanto a la restricción sea igualmente compatible con el ejercicio de los demás 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución. Pero, como lo ha 
sostenido la Corte, toda restricción de dicho derecho debe estar acorde con los 
criterios de necesidad, racionalidad, proporcionalidad y finalidad; no son 
admisibles, por lo tanto, las limitaciones que imponga el legislador 
arbitrariamente, esto es, sin que tengan la debida justificación, a la luz de los 
principios, valores, derechos y deberes constitucionales". (La negrilla fuera del 
texto original). 
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Que los artículos 44 y 45 superiores consagran que son derechos fundamentales 
de los niños, niñas y adolescentes, la vida, la integridad física, la salud y la 
seguridad social, y el Estado tiene la obligación de asistirlos y protegerlos para 
garantizar el ejercicio pleno de sus derechos. 

Que el artículo 46 de la Constitución Política contempla que el Estado, la sociedad 
y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la 
tercera edad y les garantizará los servicios de seguridad social integral. 

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 49 y 95 de la Constitución 
Política, toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y 
de su comunidad, y obrar conforme al principio de solidaridad social, 
respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro 
la vida o la salud de las personas. 

Que la honorable Corte Constitucional en Sentencia C-366 de 1996, reiterada en 
la Sentencia C-813 de 2014, precisó: 

"En líneas muy generales, según la doctrina nacional, el poder de policía es 
una de las manifestaciones asociadas al vocablo policía, que se caracteriza por 
su naturaleza puramente normativa, y por la facultad legítima de regulación de 
la libertad con actos de carácter general e impersonal, y con fines de 
convivencia social, en ámbitos ordinarios y dentro de los términos de la 
salubridad, moralidad, seguridad y tranquilidad públicas que lo componen. Esta 
facultad que permite limitar en general el ámbito de las libertades públicas en 
su relación con estos términos, generalmente se encuentra en cabeza del· 
Congreso de la República, en donde es pleno, extenso y preciso, obviamente 
ajustado a la Constitución, y, excepcionalmente, también en los términos de la 
Carta Política está radicado en autoridades administrativas a las cuales se les 
asigna un poder de policía subsidiario o residual como en el caso de la 
competencia de las asambleas departamentales para expedir disposiciones 
complementarias a las previstas en la ley. 

De otra parte, la función de policía implica la atribución y el ejercicio de 
competencias concretas asignadas de ordinario y mediante el ejercicio del 
poder de policía a las autoridades administrativas de policía; en últimas, esta 
es la gestión administrativa en la que se concreta el poder de policía y debe ser 
ejercida dentro de los marcos generales impuestos por la ley en el orden 
nacional. Su ejercicio compete exclusivamente al presidente de la 
República, a nivel nacional, según el articulo 189-4 de la Carta, y en las 
entidades territoriales a los gobernadores y los alcaldes quienes ejercen 
la función de policía (arts. 303 y 315-2 C.P.), dentro del marco 
constitucional, legal y reglamentario. 

En síntesis, en el ejercicio del poder de policía y a través de la ley y del 
reglamento superior se delimitan derechos constitucionales de manera general 
y abstracta y se establecen las reglas legales que permiten su específica y 
concreta limitación para garantizar los elementos que componen la noción de 
orden público policivo, mientras que a través de la función de policía se hacen 
cumplir jurídicamente y a través de actos administrativos concretos, las 
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disposiciones establecidas en las hipótesis legales, en virtud del ejercicio del 
poder de policía." (Negrilla fuera de texto original) 

I 

Que la honorable Corte Constitucional en Sentencia C-045 de 1996, al 
pronunciarse sobre el orden público, manifestó: 

"5.1 Los derechos fundamentales no son absolutos 
i 

Como lo ha señalado esta Corporación en r~iterada jurisprudencia, no hay 
derechos ni libertades absolutos. La razón de ello estriba en la necesaria 
limitación de los derechos y las libertades dentro de la convivencia pacífica; si 
el derecho de una persona fuese absoluto, pOdría pasar por encima de los 
derechos de los demás, con lo cual el pluralis~o, la coexistencia y la igualdad 
serían inoperantes. También cabe resaltar un' argumento homológico, lo cual 
exige que, en aras de la proporcionalidad sujeto-objeto, este último sea también 
limitado. ¿Cómo podría un sujeto finito y limitado dominar jurídicamente un 
objeto absoluto? 

En el consenso racional y jurídico cada uno de los asociados, al cooperar con 
los fines sociales, admite que sus pretensiones no pueden ser ilimitadas, sino 
que deben ajustarse al orden público y jamás podrán sobrepasar la esfera 
donde comienzan los derechos y libertades de los demás. 

Ahora bien, cabe hacer una distinción con fundamento en la realidad jurídica: 
Una cosa es que los derechos fundamentales sean inviolables, y otra muy 
distinta es que sean absolutos. Son inviolables, porque es inviolable la dignidad 
humana: En efecto, el núcleo esencial de lo que constituye la humanidad del 
sujeto de derecho, su racionalidad, es inalterable. Pero el hecho de predicar su 
inviolabilidad no implica de suyo afirmar que los derechos fundamentales sean 
absolutos, pues lo razonable es pensar que son adecua bies a las 
circunstancias. Es por esa flexibilidad que son universales, ya que su 
naturaleza permite que, al amoldarse a las contingencias, siempre estén con la 
persona. De ahí que puede decirse que tales derechos, dentro de sus límites, 
son inalterables, es decir, que su núcleo esencial'es'intangible. Por ello la Carta 
Política señala que ni aún en los estados de excepción se "suspenden" los 
derechos humanos y que, en todo caso, siempre se estará de conformidad con 
los principios del derecho internacional humanitario. Se deduce que cuando se 
afecta el núcleo esencial de un derecho fundamental, éste queda o violado o 
suspendido. 

5.1.2 El orden público como derecho ciudadano 

El criterio de ver al mantenimiento del orden público como una restricción de 
los derechos, es algo ya superado. El orden público, en primer término, es una 
garantía de los derechos y libertades comprendidos dentro de él. El Estado 
social de derecho, se fundamenta en el orden (parte estática) y produce un 
ordenamiento (parte dinámica). En la parte estática entra la seguridad de la 
sociedad civil dentro del Estado, y en la parte dinámica la acción razonable de 
las libertades. Luego el orden público supone el ejercicio razonable de la 
libertad. Es así como el pueblo tiene derecho al orden público, porque 
éste es de interés general, y como tal, prevalente. 



DECRETO NÚMERO 11 G 8 DE 2020 PÁGINA 4 DE 22 
------~~~-------

Continuación del decreto: "Por el cual se imparten instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la 
pandemia del Coronaviris COVID - 19, el mantenimiento del orden público y se decreta el aislamiento selectivo con 
distanciamiento individual responsable" 

Para la Corte es claro que el orden público no sólo consiste en el 
mantenimiento de la tranquilidad, sino que, por sobre todo, consiste en la 
armonía de los derechos, deberes, libertades y poderes dentro del Estado. La 
visión real del orden público, pues, no es otra que la de ser el garante de las 
libertades públicas. Consiste, para decirlo con palabras de André Hauriou, en 
la coexistencia pacífica entre el poder y la libertad. No hay libertad sin orden y 
éste no se comprende sin aquella. Libertad significa coordinación, 
responsabilidad, facultad de obrar con conciencia de las finalidades legítimas, 
y no desorden, anarquía o atropello. Toda situación de inseguridad, anula la 
libertad, porque el hombre que se ve sometido a una presión sicológica, que le 
lleva al miedo de ser agredido por otros, constantemente y sin motivo, no es 
verdaderamente libre. El orden público, entonces, implica la liberación del 
hombre, porque le asegura la eficacia de sus derechos, al impedir que otros 
abusen de los suyos". (Negrilla fuera de texto original) 

Que en la sentencia C-225 de 2017 la honorable Corte Constitucional define el 
concepto de orden público, así: 

liLa importancia constitucional de la media ambiente sano, elemento necesario 
para la convivencia social, tal como expresamente lo reconoció la Ley 1801 de 
2016, implica reconocer que el concepto clásico de arden público, entendido 
como "el conjunto de condiciones de seguridad, tranquilidad y salubridad que 
permiten la prosperidad general y el goce de los derechos humanos", debe 
completarse con el medio ambiente sano, como soporte del adecuado 
desenvolvimiento de la vida en sociedad. En este sentido, el orden público debe 
definirse como las condiciones de seguridad, tranquilidad y de sanidad 
medioambiental, necesarias para la convivencia y la vigencia de los derechos 
constitucionales, al amparo del principio de dignidad humana". 

Que de conformidad con el artículo 296 de la Constitución Política, para la 
conservación del orden público o para su restablecimiento donde fuere turbado, los 
actos y órdenes del presidente de la República se aplicarán de manera inmediata 
y de preferencia sobre los de los gobernadores; los actos y órdenes de los 
gobernadores se aplicarán de igual manera y con los mismos efectos en relación 
con los de los alcaldes. 

Que de conformidad con el artículo 303 de la Constitución Política el gobernador 
será agente del presidente de la República para el mantenimiento de orden público. 

Que el artículo 315 de la Constitución Política señala como atribución de los 
alcaldes conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las 
instrucciones y órdenes que reciba del presidente de la República. 

Que el artículo 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 29 de la Ley 
1551 de 2012 señala que los alcaldes ejercerán las funciones que les asigna la 
Constitución, la ley, las ordenanzas, los acuerdos y las que le fueren delegadas por 
el presidente de la República o gobernador respectivo, y en relación con el orden 
público, (i) conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y 
las instrucciones del presidente de la República y del respectivo gobernador. 
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Que de conformidad con el artículo 198 de la Ley 1801 de 2016 son autoridades de 
policía, entre otros, el presidente de la República, los gobernadores y los alcaldes 
distritales o municipales. 

Que de conformidad con el artículo 199 de la Ley 1801 de 2016, es atribución 
del presidente de la República (i) ejercer la función de policía para garantizar el 
ejercicio de los derechos y libertades públicas, y los deberes, de acuerdo a la 
Constitución y la ley, (ií) tomar las medidas que considere necesarias para 
garantizar la convivencia en el territorio nacional, en el marco de la Constitución, la 
ley y el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana; (iií) impartir 
instrucciones a los alcaldes y gobernadores para preservar y restablecer la 
convivencia. 

Que de conformidad con los artículos 201 y 205 de la Ley 1801 de 2016, 
corresponde a los gobernadores y alcaldes ejecutar las instrucciones del presidente 
de la República en relación con el mantenimiento y restablecimiento de la 
convivencia. 

Que de conformidad con los artículos 5 y 6 de la Ley 1801 de 2016 se entiende por 
convivencia, la interacción pacífica. respetuosa y armónica entre las personas, con 
los bienes, y con el ambiente, en el marco del ordenamiento jurídico, y señala como 
categorías jurídicas las siguientes: (í) Seguridad: garantizar la protección de los 
derechos y libertades constitucionales y legales de las personas en el territorio 
nacional. (íij Tranquilidad: lograr que las personas ejerzan sus derechos y 
libertades. sin abusar de los mismos, y con plena observancia de los derechos 
ajenos. (iii) Ambiente: favorecer la protección de los recursos naturales. el 
patrimonio ecológico, el goce y la relación sostenible con el ambiente y (ív) Salud 
Pública: es la responsabilidad estatal y ciudadana de protección de la salud como 
un derecho esencial, individual, colectivo y comunitario logrado en función de las 
condiciones de bienestar y calidad de vida. 

Que la Ley Estatutaria 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho 
fundamental a la salud dispone en el artículo 5 que el Estado es responsable de 
respetar, proteger y garantizar el goce efectivo del derecho fundamental a la salud, 
como uno de los elementos fundamentales del E~ta90 Social de Derecho. 

Que de conformidad el artículo 10 de la Ley 1751 de 2015 es un deber de las 
personas relacionadas con el servicio de salud, "propender por su autocuidado, el 
de su familia y el de su comunidad." 

Que de acuerdo al documento técnico expedido por la Dirección de Epidemiología 
y Demografía del Ministerio de Salud y Protección Social, mediante memorando 
202022000077553 del 7 de marzo de 2020. una epidemia tiene tres fases, a saber: 
ro una fase de preparación, que inicia con la alerta de autoridades en salud en la 
que se realiza el proceso de alistamiento para la posible llegada del virus; (íi) una 
fase de contención, que inicia con la detección del primer caso, en la cual se debe 
fortalecer la vigilancia en salud pública, el diagnóstico de casos y el seguimiento 
de contactos, ya que el objetivo es identificar de la manera más oportuna los casos 
y sus posibles contactos para evitar la propagación y (iii) una fase de mitigación, 


